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La autonomía de la función electoral desafiada… 
 

Voto Nro. 2019-020596 

Expediente: 19-016322-0007-CO  

Tipo de asunto: Consulta Legislativa Facultativa 

Proyecto consultado: Proyecto de “Ley para brindar seguridad jurídica sobre la 

huelga y sus procedimientos”. Expediente legislativo N° 21.049. 

Magistrado Ponente: Luis Fdo. Salazar Alvarado 

Descriptores: Derecho al Trabajo. Sindicalización. Huelga. Debido Proceso.    

 

Exp: 19-016322-0007-CO 

Res. Nº 2019020596 

 

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las 

diecinueve horas quince minutos del veinticinco de octubre de dos mil 

diecinueve. 

Consultas legislativas facultativas de constitucionalidad acumuladas N° 19-

16322-0007-CO interpuestas por los diputados Carmen Irene Chan Mora, Dragos 

Carlos Dolanescu Valenciano, Harllan Fabricio Hoepelman Páez, Ignacio Alberto Alpízar 

Castro, Ivonne Acuña Cabrera, Jonathan Daniel Prendas Rodríguez, José María Villalta 

Florez-Estrada, Marolin Raquel Azofeifa Trejos, Nidia Lorena de La Trinidad Céspedes 

Cisneros, Oscar Mauricio Cascante Cascante, Shirley Vianey Díaz Mejías y Walter 

Enrique Muñoz Céspedes, y, N° 19-016630-0007-CO interpuesta por los diputados 

Pedro Miguel Muñoz Fonseca, Jesús Welmer Ramos González, Gustavo Alonso Viales 

Villegas, Luis Ramón Carranza Cascante, Enrique Alejandro Sánchez Carballo, Silvia 

Vanessa Hernández Sánchez, Luis Antonio Aiza Campos, Nielsen del Socorro Pérez 

Pérez, Jorge Luis Francisco Fonseca Fonseca, Zoila Rosa Volio Pacheco y Luis Fernando 

Chacón Monge, respecto del proyecto de "Ley para brindar seguridad jurídica sobre la 

huelga y sus procedimientos", expediente legislativo N° 21.049. 
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Resultando: 

1.- La consulta se recibió en la Secretaría de la Sala a las 13:01 horas del 5 de 

septiembre de 2019. Consultan sobre la posible violación al procedimiento por 

inaplicabilidad sobreviniente del artículo 208 bis (hoy 234 bis), del Reglamento 

Legislativo a la tramitación del proyecto consultado. Manifiestan que la reforma al 

inciso d), del artículo 349, introdujo una disposición que comportó un cambio radical 

en lo que toca a la mayoría requerida para la aprobación del proyecto, con evidente 

compromiso a los límites materiales fijados en el artículo 208 bis (hoy 234 bis), del 

Reglamento de la Asamblea Legislativa, pues según resultó adicionado, el Ministerio de 

Trabajo brindaría libre e irrestricto acceso al público en línea, de manera que cualquier 

particular podría ingresar al sitio web de dicha cartera y conocer en detalle las listas de 

afiliados de todos los sindicatos inscritos en el Departamento de Organizaciones 

Sociales y hasta sus respectivos correos electrónicos, información que salvo mejor 

criterio, los consultantes consideran sensible y privada, amparada por el derecho a la 

intimidad tutelado en el artículo 24, de la Carta Magna, con lo cual la votación requerida 

para la aprobación del proyecto en primer debate varió, pues pasó de mayoría absoluta 

a mayoría calificada. De otra parte, los consultantes señalan la violación del artículo 

167, de la Constitución Política por incumplimiento del trámite adecuado de consulta a 

la Corte Suprema de Justicia, respecto a los cambios sustanciales del proyecto de ley, 

específicamente en los artículos 663 (contenido en el numeral 1); 375 bis; 376 quater 

y 376 quinquies (numeral 2) -que consisten en reformas o adiciones al Código de 

Trabajo, contenidas en el proyecto de ley-. Indican que si bien es cierto, el proyecto de 

ley N° 21049 fue consultado a la Corte en dos oportunidades durante el trámite de 

comisión, a saber, primero el texto base y, posteriormente, el texto sustitutivo aprobado 

el 22 de mayo del año en curso, el texto aprobado en primer debate el pasado 3 de 

setiembre y que fuera objeto de múltiples y sustanciales modificaciones no fue 

consultado a ese órgano, siendo que introduce importantes reformas que en su criterio 

podrían incidir en su funcionamiento y organización. Consideran que la no consulta a 

la Corte Suprema de Justicia del proyecto de ley N° 21049, después de los cambios 

sustanciales sufridos durante su tramitación, constituye un vicio esencial del 

procedimiento. De otra parte, someten a consideración de la Sala el artículo 1, del 

proyecto de ley que reforma el artículo 349, del Código de Trabajo y el 3, del proyecto 

que reforma a su vez el artículo 19, de la Ley de Notificaciones. Consultan la posible 

violación del Convenio 87, sobre la libertad sindical y la protección del derecho de 

sindicación, suscrito por Costa Rica con la Organización Internacional de Trabajo. Esto, 

pues consideran que la notificación inicial en forma personal es una garantía del 

derecho de defensa y debido proceso, por lo que la imposición en forma exclusiva al 
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sindicato del deber de señalar un medio electrónico para recibir notificaciones tendría 

implicaciones en el derecho de defensa. Consultan a su vez el artículo 371, por la posible 

violación al principio de legalidad, al principio de seguridad jurídica, el derecho de 

huelga, la libertad sindical, la libertad de expresión, la libertad de pensamiento, el 

principio democrático de participación política, el principio de conexidad y el principio 

de razonabilidad y proporcionalidad. Esto, en tanto dicho artículo, párrafo tercero, 

dispone "(…) Serán ilegales las huelgas políticas de cualquier índole o aquellas que no 
tengan conexión directa con la relación de empleo o incumplimientos laborales 

imputables al patrono". Estiman que esta limitación es totalmente injustificada primero 

al prohibir las huelgas políticas, pese a que el calificativo de huelga "política" no está 

definido. Alegan que el sesgo prohibicionista que reviste el párrafo precitado, 

sobrepasa por mucho los objetivos originales del proyecto de ley, pues como si no fuera 

suficiente prohibir las huelgas políticas sin incluir la definición, se le añade el hecho de 

que solamente pueden los trabajadores manifestarse en aspectos estrictamente 

derivados de la relación de empleo o bien por incumplimientos laborales imputables al 

patrono. Acusan que esto constituye una pretensión muy peligrosa, porque busca que 

la ciudadanía no pueda manifestarse contra decisiones del Gobierno, que atentan 

directamente contra los derechos de la propia ciudadanía o contra los derechos de los 

trabajadores. Consideran que el derecho de huelga no debería limitarse a los conflictos 

de trabajo susceptibles de finalizar en un convenio colectivo determinado, pues 

detallando la norma en cuestión, se aprecia una restricción absolutamente injustificable 

al disponer no solo la limitante de tiempo sino la prohibición de manifestarse 

nuevamente por un mismo motivo. En el mismo sentido, consultan el artículo 376 por 

posible violación del derecho de huelga, el Convenio 87, de la OIT, el principio de 

interdicción de la arbitrariedad y el principio de razonabilidad y proporcionalidad. En 

cuanto este artículo amplía el catálogo de servicios públicos esenciales, en los cuales 

está prohibido de forma absoluta la huelga. Establece una lista de diez actividades que 

se consideran servicios esenciales, cuyo listado excede aquellos servicios esenciales -

en sentido estricto- cuya interrupción pueda afectar la salud, vida y seguridad de las 

personas, a todos los cuales, les aplica por igual el rasero común de la prohibición total 

de la huelga. De otra parte, cuestionan que la disolución de sindicatos por conductas 

delictivas de sus dirigentes, párrafo final que se pretende adicionar al artículo 350, del 

Código de Trabajo, podría constituir una violación al principio de culpabilidad y 

responsabilidad personal en materia penal (artículo 39, de la Constitución Política), la 

libertad de asociación y la libertad sindical (artículos 25 y 60, de la Carta Magna) y de 

los Convenios Internacionales que protegen el derecho de los trabajadores a afiliarse a 

sindicatos. Seguidamente, manifiestan que en cuanto al artículo 378, párrafo final, se 

consulta la posible violación del criterio de proporcionalidad en relación al derecho a 
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la huelga consagrado en el artículo 61 Constitucional y el Convenio 87, de la OIT, en 

relación con el principio cristiano de justicia social. Esto, en cuanto dicho artículo 378, 

establece que "(…) En ningún caso se podrá reiterar una huelga por los mismos motivos 
de una anteriormente realizada". Acusan que la norma no hace referencia a los mismos 

hechos, lo que implica que aun cuando se dieran hechos nuevos que implican un nuevo 

conflicto colectivo por los mismos motivos, se estaría prohibiendo el ejercicio del 

derecho de huelga, aunque el movimiento cumpla con los demás requisitos para ser 

declarado legal, únicamente porque en el pasado se realizó otro movimiento por los 

mismos motivos. Además, la norma tiene el agravante que no pone plazos, por los que 

se trataría de una limitación ad perpetuam, nunca más podrían las personas 

trabajadoras realizar una huelga por los mismos motivos, lo que se traduce en una 

prohibición absoluta del derecho de huelga. Aducen que esta restricción absoluta 

resulta irrazonable, aun cuando el nuevo movimiento de huelga se origine en los 

mismos hechos. Puede ocurrir que los trabajadores se vean en la necesidad de convocar 

un nuevo movimiento porque el conflicto persiste, porque no se ha resuelto 

satisfactoriamente. Asimismo, consultan si el artículo 379 contiene una posible 

violación al derecho a la huelga, al principio de buena fe y al principio de razonabilidad 

y proporcionalidad. Este artículo establece la posibilidad del rebajo de los salarios por 

el tiempo no laborado en el caso de las huelgas que se declaren ilegales, es decir, desde 

el primer día de huelga se suspende el contrato laboral y automáticamente se dejan de 

pagar los salarios. Y solamente si la huelga es declarada legal y además se demuestra 

en sentencia que el motivo de la huelga es imputable al patrono por un "incumplimiento 

grave" de los patronos se pagarían esos salarios. Esto implica que las personas 

trabajadores pueden ejercer su derecho de huelga de buena fe, cumplir con todos los 

requisitos legales para que la huelga sea declara legal, pero aun así no se reconocería el 

pago de sus salarios si no logran demostrar en el juicio que el motivo de la huelga se 

originó en incumplimientos graves por parte del patrono de los contratos de trabajo, 

con el agravante de que el proyecto de ley y el Código de Trabajo no definen en ninguna 

parte cuáles serían esos incumplimientos graves. También consultan si el artículo 375 

bis, del Código de Trabajo, adicionado por el artículo 2, del proyecto en discusión, 

podría contener la violación de los principios de razonabilidad y proporcionalidad y 

debido proceso. Reclaman que se quiera prescindir del trámite de calificación previa 

que reconoce el Código de Trabajo, únicamente por el hecho de que una huelga se dé a 

lo interno de una institución pública que brinde los llamados servicios esenciales y que 

por tal circunstancia se le deba considerar, a priori, como manifiestamente ilegal, pues 

esto compromete los principios de razonabilidad y proporcionalidad, además del 

debido proceso, ya que de los alcances del artículo 39, de la Carta Magna, se deriva la 

necesidad de que sea la autoridad competente, o sea, la jurisdicción, quien dentro de 
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sus competencias constitucionales y legales, deba pronunciarse sobre estos extremos. 

Finalmente, consultan que el artículo 376, inciso 10), fue modificado vía moción para 

introducir prohibición del derecho a la huelga en prácticamente la totalidad de los 

servicios judiciales y auxiliares, pero no fue consultado al Poder Judicial, ni a las 

organizaciones de las personas trabajadoras del Poder Judicial, lo que en su criterio 

podría ser una posible violación al artículo 167, de la Constitución Política y de la 

obligación de consulta a las organizaciones de trabajadores según convenios de la OIT 

y criterios del Comité de Libertad Sindical. 

2.- Por Resolución N° 2019-17949 de las 9:20 horas del 18 de septiembre de 

2019, la Sala resolvió acumular la consulta legislativa facultativa N° 19-016630-0007-

CO en la que los diputados consultan sobre la reforma al artículo 379, del Código de 

Trabajo. Afirman que durante la fase de tramitación de mociones de fondo del proyecto 

N° 21.049 en el Plenario Legislativo, fueron aprobadas dos mociones en particular 

sobre el artículo 379, del Código de Trabajo. La redacción propuesta del artículo 379, 

del Código de Trabajo, la cual se encuentra en conexión y es conforme con los actuales 

artículos 73 y 380, del Código de Trabajo vigente, establece que la huelga suspende los 

contratos de trabajo y por lo tanto quedan suspendidas las principales obligaciones 

contractuales de las partes; los huelguistas dejan de cumplir sus actividades laborales, 

y el patrono deja de pagar la remuneración salarial por el tiempo que dure la huelga. El 

artículo 73 dispone lo siguiente: “La suspensión total o parcial de los contratos de trabajo 

no implica su terminación ni extingue los derechos y obligaciones que emanen de los 

mismos. La suspensión puede afectar a todos los contratos vigentes en una empresa o sólo 

a parte de ellos”. El artículo 380 dispone lo siguiente: “La huelga legal suspende los 

contratos de trabajo vigentes en los establecimientos, negocios, departamentos o centros 

de trabajo en que esta se declare, por todo el tiempo que ella dure. En los casos en que la 

huelga no se haya declarado en la totalidad del centro, sino en uno de los departamentos, 

secciones o categoría de trabajadores específicos, la suspensión operará únicamente 

respecto a estos”. La suspensión del contrato de trabajo y por ende del pago del salario, 

se limitaría, según la redacción propuesta del mencionado artículo 379, exclusivamente 

a “los trabajadores que se encuentren participando del movimiento”, lo cual es conforme 
con lo que al respecto disponen los artículos 373 y 393, vigentes en el Código de 

Trabajo. Aducen que, si bien el artículo 373 transcrito estaría siendo reformado por el 

proyecto 21.049, la parte que se indicó se mantiene incólume. Sostienen que la 

redacción propuesta para el artículo 379 incluye un supuesto de hecho, una excepción, 

que conllevaría el pago de salario a los huelguistas, siendo conforme, además, con lo 

previsto en el artículo 386, del Código vigente. Algunos señores y señoras diputadas 

arguyeron en el Plenario que la modificación contraviene el principio de progresividad 
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de los derechos laborales. Específicamente, en el acta de la sesión extraordinaria 

número 11 del martes 3 de setiembre de 2019, en la intervención del diputado Villalta 

Florez-Estrada, cuyo reclamo se fundamenta en que la reforma legal dejaría la 

legislación en una peor situación de la que existe hoy y de la que existía con el Código 

de Trabajo de 1943 porque, en su alegato, el tratamiento salarial del proyecto 

quebranta el derecho a la huelga porque establece la posibilidad del rebajo de los 

salarios desde el primer día de huelga y solamente si la huelga fuera declarada legal y 

además se demostrara que el motivo de la huelga fuera imputable al patrono por un 

“incumplimiento grave” se pagarían esos salarios. Señalan que actualmente el artículo 

379 establece que para proceder al rebajo de salarios se requiere una declaratoria de 

ilegalidad de la huelga y que, en concordancia con la jurisprudencia de la Sala 

Constitucional, no puede rebajarse el salario si la huelga es declarada legal. En 

consideración a lo indicado, consultan a esta Sala si la reforma que se introduciría al 

artículo 379, del Código de Trabajo, es regresiva o no, de conformidad con el Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, ratificado por Costa Rica 

el 11 de diciembre de 1968, específicamente en su artículo 8, inciso d), de la 

Constitución Política, las disposiciones del Código de Trabajo de 1943 y reformas 

introducidas con la Ley N° 9343 del 25 de enero de 2016, “Reforma Procesal Laboral” , 

y también, con los principios de la Organización Internacional de Trabajo (en adelante 

OIT) y la doctrina de sus órganos de control. Consideran que para determinar si la 

reforma al artículo 379 es constitucional o no es indispensable comparar las 

modificaciones realizadas a dicho artículo del código laboral en relación a la legislación 

vigente, a fin de determinar si ellas representan cambios que impliquen una regresión 

en los derechos laborales. Aseguran que se elimina del texto el concepto de “rebaja 

salarial”, que según lo antes descrito se ha prestado para interpretaciones incorrectas 

que han tenido graves consecuencias para los empleadores, trabajadores y la sociedad 

en general, y que, de no modificarse, se pueden seguir ocasionando. Luego, los párrafos 

tercero y cuarto complementan lo establecido en artículos ya existentes y que 

permanecen vigentes, y lo que se procura es evitar que sean obviados por los 

operadores jurídicos, tal como ha ocurrido en los meses anteriores. Así, el párrafo 

tercero reitera el reconocimiento de las obligaciones recíprocas implícitas en los 

contratos sinalagmáticos. Por tanto, la redacción aprobada complementa y aclara los 

efectos que implican la suspensión del contrato, que siempre han estado implícitos en 

el numeral 380, pues como ha establecido la jurisprudencia de forma reiterada, la 

suspensión aplica para ambas partes. El cuarto párrafo reitera el principio de 

culpabilidad, según el cual, la aplicación de penas o sanciones requiere como condición 

la responsabilidad del autor. La redacción aprobada utiliza el mismo calificativo de 

"grave" al incumplimiento del contrato al igual que aparece en el numeral 386 vigente 
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y, por otra parte, el párrafo aprobado resume lo regulado en el artículo 386 y lo 

complementa sin modificar de ninguna manera su contenido. Corolario de lo anterior, 

consultan sobre si los supuestos normativos introducidos en la reforma del proyecto de 

ley al artículo 379, del Código de Trabajo, resultan contrarios al principio constitucional 

de no regresividad en los derechos fundamentales en relación con los siguientes 

aspectos: 1. Si la suspensión del contrato de trabajo para ambas partes de la relación 

que introduciría el párrafo tercero contravendría lo establecido en el artículo 380 

vigente, o bien, si al permanecer incólume este último numeral, ambos más bien se 

complementan. 2. Si los supuestos normativos en la reforma que introduce el párrafo 

cuarto contravienen lo establecido en el artículo 386 vigente, o bien, si al permanecer 

incólume este último numeral, ambos más bien se complementan. 3. Si el proyecto de 

ley consultado cumple con los principios de proporcionalidad y razonabilidad con base 

en todo lo expuesto anteriormente. En cuanto a la reforma al artículo 376, se ha 

cuestionado la constitucionalidad de la norma indicada, pues se considera que la frase 

"aquellos cuya suspensión, discontinuidad o paralización pueda causar daño 

significativo a los derechos a la vida, la salud y la seguridad pública” entraría en 
contradicción con el mismo artículo 376, en su inciso 4), los denominados servicios de 

transporte ferroviario, marítimo, carga y descarga en muelles y atracaderos de bienes 

perecederos, en tanto su ligamen con la definición inicial sería de manera indirecta. 

Adicional a lo anterior, tanto a nivel de jurisprudencia de la Sala Constitucional como a 

nivel doctrinario, existen fundamentos amplios para valorar que los supuestos sobre 

los cuales es posible considerar como esencial una actividad, también incluyen aspectos 

de índole económica. En cuanto a doctrina jurídica, una parte de ella se decanta por 

ampliar los supuestos para la determinación de la esencialidad de un servicio público, 

hasta llegar a aquellos que afecten tanto la economía como el desarrollo nacional. En 

razón de lo anterior, surge la duda de constitucionalidad de si el inciso 4), del artículo 

del artículo 376, que incluye como servicios esenciales la carga y descarga en muelles y 

atracaderos de bienes perecederos, en tanto el enunciado inicial de la misma norma 

refiere que "aquellos cuya suspensión, discontinuidad o paralización pueda causar 

daño significativo a los derechas a la vida, la salud y la seguridad pública” pudiera ser 
contrario al artículo 61, de la Constitución Política, que reconoce el derecho de los 

patronos al paro y el de los trabajadores a la huelga, salvo en los servicios públicos, de 

acuerdo con la determinación que de éstos haga la ley y conforme a las regulaciones 

que la misma establezca. 

3.- La copia certificada del expediente legislativo N°21.049 se recibió en la Sala 

el día 10 de setiembre de 2019. 
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4.- Por escrito presentado a las 11:08 horas del 20 de septiembre de 2019, Victor 

Manuel Rodríguez Rescia, en su condición de representante del Instituto 

Interamericano de Derechos Humanos y Responsabilidades Sociales, presenta 

argumentos bajo la figura amicus curiae. 

5.- Por escrito presentado a las 11:12 horas del 26 de septiembre de 2019, por 

Mario Rojas Vilchez, en su condición de Secretario General de la Confederación de 

Trabajadores Rerum Novarum, presenta argumentos bajo la figura amicus curiae. 

6.- Por escritos presentados a las 11: 39 horas y 14:58 horas de los días 1° y 2° 

de octubre de 2019, por Carlos Ricardo Benavides Jiménez, diputado de la Asamblea 

Legislativa, presenta argumentos bajo la figura amicus curiae. 

7.- Por resolución de las 13:05 horas del 15 de octubre de 2019, el magistrado 

instructor solicitó como prueba para mejor resolver, al señor Carlos Ricardo Benavides 

Jiménez, Presidente de la Asamblea Legislativa, o a quien ocupara su cargo, para que 

manifestara en el plazo de ocho horas, si la Asamblea Legislativa consultó a la Corte 

Suprema de Justicia, el proyecto aprobado en Primer Debate.  Con el escrito presentado 

a las 15:48 horas del 15 de octubre de 2019, el señor Benavides Jiménez, se manifestó 

en el sentido que el Proyecto de Ley denominado “Ley para brindar seguridad jurídica 
sobre la huelga y sus procedimientos”, expediente N° 21049, aprobado en primer 
debate NO ha sido consultado a la Corte Suprema de Justicia. 

8.- El magistrado Cruz Castro, presenta razones de inhibitoria dado que al 

conocer el proyecto de ley consultado, ante la Corte Suprema de Justicia, expresó su 

criterio señalando que no afectaba la organización y funcionamiento del Poder 

Judicial.  Como ello podría incidir en su objetividad o condición de juez natural, y dada 

la importancia del proyecto, decide separarse del expediente y remitir los autos a la 

Presidencia de la Sala para lo que corresponda.  

9.- Por resolución de las 16:28 horas del 16 de octubre de 2019, el Presidente en 

ejercicio de la Sala Constitucional, Fernando Castillo Víquez, aceptó las razones de 

inhibitoria del magistrado Cruz Castro, y procedió con base en el artículo 49, de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial, a habilitar a la magistrada suplente que le sustituye, señora 

Ana María Picado Brenes.  

10.- El magistrado Rueda Leal, señala el 22 de octubre de 2019, que al haberse 

planteado la consulta relacionada con el inciso 10), del numeral 376, del proyecto de 

ley, denominado “Ley para brindar seguridad jurídica sobre la huelga y sus 
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procedimientos”, y con el que se pretende introducir al Código de Trabajo, una 
disposición que afecta a ciertos servicios judiciales como derecho de familia, pensiones 

alimentarias, violencia intrafamiliar, entre otras, presenta razones de inhibitoria, toda 

vez que su esposa Sandra Mora Venegas, se desempeña en un puesto interino de 

Supervisora en materia de pensiones alimentarias y familia en la Defensa Pública del 

Poder Judicial.  

11.- Por resolución de las 16:21 horas del 22 de octubre de 2019, el Presidente 

a.í. de la Sala, Fernando Castillo Víquez, rechazó las razones señalando, entre otras 

cosas, que el régimen de excusas, inhibitorias y recusaciones de los magistrados de la 

Sala Constitucional es un régimen excepcionalísimo y, por consiguiente, no le son 

aplicables las simples recusaciones, inhibitorias y excusas regulados en la legislación 

procesal ordinaria. Así, denegó la gestión y declaró habilitado al magistrado Rueda Leal 

para el conocimiento de este proceso. 

12.- El magistrado Araya García, presenta el 23 de octubre del año en curso, 

formal inhibitoria para conocer de la consulta legislativa facultativa, toda vez que 

dentro de las dudas que plantean las señoras y señores diputados, es el inciso 8), del 

artículo 376, que se pretende introducir al Código de Trabajo, disposición que 

contempla la actividad en la que un tío materno es propietario de un inmueble que 

brinda diversos servicios automotrices, como el expendio de combustibles, actividad 

esta última que actualmente y desde hace algunos años, se encuentra siendo ejercida 

por un tercero en virtud de un contrato suscrito entre las partes para tal efecto. 

13.- Por resolución de las 11:30 horas del 23 de octubre de 2019, el Presidente 

a.í. de la Sala, Fernando Castillo Víquez, rechazó las razones señalando, entre otras 

cosas, que el régimen de excusas, inhibitorias y recusaciones de los magistrados de la 

Sala Constitucional es un régimen excepcionalísimo y, por consiguiente, no le son 

aplicables las simples recusaciones, inhibitorias y excusas regulados en la legislación 

procesal ordinaria. Así, denegó la gestión y declaró habilitado al magistrado Araya 

García para el conocimiento de este proceso. 

             Redacta el Magistrado Salazar Alvarado los considerandos I, II, III.1, III.2, 

III.4, IV.1, IV.2, IV.3, IV.6, IV.7, IV.8, y V.1., redacta el Magistrado Rueda Leal los 

considerando III.3 (de forma conjunta con la Magistrada Picado Brenes), IV.4, IV.10 

y V.2, redacta la Magistrada Hernández López el considerando IV.5 y redacta 

el Magistrado Castillo Víquez el considerando IV.9. y, 

Considerando: 
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          I.- De conformidad con lo que dispone el artículo 96, inciso b), de la Ley de la 

Jurisdicción Constitucional, nos encontramos frente a una consulta facultativa, 

planteada por más de diez Diputados y Diputadas de la Asamblea Legislativa, por lo que 

esta Sala revisará únicamente los extremos cuestionados en forma concreta por los 

consultantes y no aspectos generales de constitucionalidad de la Ley que contiene la 

norma impugnada, según lo dispone el artículo 99, de la ley que rige esta jurisdicción. 

II.- Sobre las gestiones amicus curiae. En lo que se refiere a las diferentes 

gestiones amicus curiae presentadas al expediente, éstas no se deben tener en cuenta 

para resolver las consultas que nos ocupan, al no estar, ese tipo de solicitudes, 

reconocidos en la Ley de la Jurisdicción Constitucional, lo que sí sucede con las 

coadyuvancias en los procesos de amparo, de hábeas corpus y de las acciones de 

inconstitucionalidad, y porque no forman parte del control previo de constitucionalidad 

(véase Sentencias N° 2004-1603 de las 9:30 horas del 17 de febrero de 2004 y N° 2008-

15760 de las 14:30 horas del 22 de octubre de 2008, entre otras). 

III.- Consulta sobre la forma. 

           1. Inaplicabilidad del artículo 208 bis (hoy 234 bis), del Reglamento 

Legislativo. Se consulta a la Sala, concretamente, sobre la restricción de la naturaleza 

de la iniciativa de ley, sobre la cual solo se puede aplicar en materias que requieran de 

mayoría absoluta para su aprobación. La duda de constitucionalidad, es que en el 

trámite del proyecto de ley, algunos artículos que inicialmente formaban parte de la 

iniciativa, fueron excluidos de la reforma, otros se mantuvieron, y diferentes, fueron 

incluidos como el inciso d), del artículo 349, del Código de Trabajo. Señalan que dicho 

numeral regula la obligación de los sindicatos de enviar cada año al mismo 

Departamento de Organizaciones Sociales una nómina completa de sus miembros. Con 

la pretendida reforma, esa obligación se complementa con: 

“…, y señalar un medio electrónico para atender notificaciones. Dicha 
dirección electrónica debe estar debidamente registrada y actualizada 

ante el Ministerio de Trabajo, y será utilizada exclusivamente para recibir 

notificaciones en los trámites de calificación de movimientos huelguísticos 

regulados en este código y para los efectos del trámite del artículo 375 bis 

de este código. El Ministerio de Trabajo brindará acceso público y en línea 

a la lista de medios electrónicos establecidos por cada una de las 

organizaciones sindicales registradas. En caso de incumplimiento de este 
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requisito, las resoluciones que se dicten se tendrán por notificadas de 

forma automática”. 

Interpretan, que hay un cambio radical en lo que toca a la mayoría requerida para 

la aprobación del proyecto, que pone en compromiso los límites materiales del artículo 

208 bis (hoy 234 bis), pues el Ministerio de Trabajo brindaría libre e irrestricto acceso 

al público, en línea, a cualquier particular al sitio web de dicha cartera y conocer, en 

detalle, las listas de afiliados de todos los sindicatos inscritos en el Departamento de 

Organizaciones Sociales y hasta sus respectivos correos electrónicos. Consideran, que 

si bien las organizaciones tienen un régimen especial por su naturaleza, promover la 

divulgación indiscriminada e irrestricta de tal información, es contraria al artículo 24, 

de la Constitución Política, con lo cual la votación requerida para la aprobación pasaría 

de mayoría absoluta a mayoría calificada. Incluso, refuerzan la posición con lo 

establecido en la Ley de Protección de Datos de la Persona frente al Tratamiento de sus 

Datos Personales, N° 8968 de 7 de julio de 2011. 

          La consulta a la Sala es si se podría interpretar que la disposición implica, de algún 

modo, la apertura a la información de los miembros de las asociaciones sindicales, como 

correos personales, la cual consideran es información privada y sensible. En tal caso, se 

alega que la disposición conllevaría un efecto que viciaría el procedimiento especial 

establecido de conformidad con el 208 bis (hoy 234 bis), del Reglamento de la Asamblea 

Legislativa. 

En el criterio de la Sala, los efectos señalados, que se pudieran deducir de la 

norma no son ni directa ni específicamente dirigidas a revelar datos personales de los 

miembros de los sindicatos registrados, como para considerar que se debería exigir 

elevar el requerimiento de votación absoluta a calificada para la Asamblea Legislativa. 

La norma debe interpretarse, en el sentido que tiene como fin regular el correo del (los) 

Sindicato (s), y no inferir que se trataría de la lista de los sindicalizados, para lo cual, 

existen protecciones en las leyes vigentes que deben ser observadas y resguardadas, 

por las siguientes razones: 

En primer lugar, lo que se consulta, es una interpretación de los gestionantes, 

que por extensión -entienden- que podría implicar la obligación de publicitar la 

dirección de correo electrónico de los miembros (y de las organizaciones sindicales), 

con implicaciones serias como persecución y descalificación de los trabajadores en el 

mercado laboral para los asociados. La Sala no encuentra asidero alguno para esa 

interpretación, pues de la simple lectura de la norma, debe entenderse que solo impone 
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dos obligaciones al sindicato, en particular, la de informar al Departamento de 

Organizaciones Sociales sobre la nómina completa de sus miembros y, la de la 

organización de proporcionar a dicho Departamento su correo electrónico para recibir 

notificaciones. Ambas, en ese mismo orden, no tienen los efectos que quieren endilgarle 

a la reforma los gestionantes. Véase, en el texto de la norma, que la primera obligación, 

es seguida de una coma disyuntiva, sobre la obligación de señalar el medio electrónico 

para notificaciones en los trámites de calificación de los movimientos huelguísticos. Así, 

la Sala no interpreta que la reforma tiene por objeto autorizar el uso de la información 

como la nómina completa de los asociados o miembros de los sindicatos registrados, 

más bien el fin de la disposición es establecer esas obligaciones a partir de la 

información de los correos electrónicos pero de la asociación como tal.  Si, se 

interpretara de otro modo la disposición reformada, para pretender obligar al 

Ministerio de Trabajo a brindar algún tipo de información relacionada a los propios 

asociados al Sindicato, respecto de la obligación pero del acceso público y en línea a la 

lista de medios electrónicos establecidos para cada una de las organizaciones sindicales 

registradas, en modo alguno debe interpretarse que se modifican las obligaciones 

legales de protección a la información de los datos personales, según provee la Ley N° 

8968, “Protección de la persona frente al tratamiento de sus datos personales”, como 
para alcanzar a sus miembros. Dichos datos deberán protegerse en todo momento.  

Segundo, en un contexto general de la disposición, se toma nota de que el 

proyecto de ley introduce la modificación de la Ley de Notificaciones Judiciales, N° 8687 

de 4 de diciembre de 2008, lo cual debe entenderse con el artículo 3 de ese proyecto de 

Ley, que la reforma tiene como objetivo habilitar la notificación personalmente en 

determinadas condiciones, en el domicilio contractual, casa de habitación o en el 

domicilio real o registral, para el traslado de la demanda o auto inicial en cualquier clase 

de proceso, salvo “… en los procesos de calificación de los movimientos huelguísticos en 
que se procederá de conformidad con el Código de Trabajo”. El fin de la norma, entonces, 
tiene relación con el objetivo de permitir la notificación más expedita posible a los 

sindicatos, en el medio electrónico señalado previamente, como consecuencia agregado 

al inciso d), del artículo 349 consultado. 

2.- Consulta constitucional a la Corte Suprema de Justicia. Sobre esta duda, 

señalan los consultantes que no hubo la consulta institucional a que se refiere el artículo 

167, de la Constitución Política. Se señala que el proyecto de ley obtuvo dos consultas, 

el primero respecto del primer texto base, y posteriormente el texto sustitutivo 

aprobado el 22 de mayo del año en curso, pero no el aprobado en primer debate el 3 de 

setiembre pasado. Señalan, que si fuera necesario la consulta y la Corte Suprema de 
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Justicia determina que sí hay afectación a la organización y funcionamiento del Poder 

Judicial, se requeriría de la aprobación por treinta y ocho votos, en cuyo caso, saldría 

del alcance del artículo 208 bis (hoy 234 bis), del Reglamento de la Asamblea 

Legislativa. En tal sentido, el texto sustitutivo del 22 de mayo sufrió posteriores 

modificaciones, por mociones durante su tramitación en Comisión previo al dictamen, 

luego por mociones de fondo en el Plenario, y posteriormente, mediante las mociones 

de reiteración. En ellas se originan nuevas funciones para el Poder Judicial, 

específicamente a los Juzgados de Trabajo.  

Así puntualiza esas modificaciones en los artículos 663, del artículo 1°, del 

proyecto, y las adiciones al 375 bis, los artículos 376 quater, 376 quinquies, y 664 bis, 

del artículo 2°, del proyecto, sobre las que no se consultó.  

Respecto de los artículos 663 y 375 bis, con la reforma del Código de Trabajo, 

adiciona un párrafo final que dice: “Bajo ninguna circunstancia se podrán ampliar los 

plazos establecidos en la presente normativa”, se dice que establece una prohibición 

absoluta a los jueces del Poder Judicial, sin salvar los casos de fuerza mayor o caso 

fortuito, para modificar los plazos de tramitación y la posible consecuencia para el 

juzgador. En realidad, estima esta Sala, que debe decantarse conforme a la 

jurisprudencia constitucional, de que el legislador es libre de diseñar los 

procedimientos administrativos y judiciales, que no conlleva a un problema de 

constitucionalidad, sino a un asunto de oportunidad y conveniencia, respetando, claro 

está, los derechos fundamentales de los gobernados (Sentencias N° 2003-05090 de las 

14:44 horas del 11 de junio de 2003, N° 2013-110706 de las 11:44 horas del 30 de 

agosto de 2013 y N° 2017-04005 de las 10:40 horas del 15 de marzo de 2017). En este 

sentido, el establecimiento de las obligaciones procesales a los jueces laborales, 

respecto de los casos bajo su jurisdicción, no es un asunto ajeno a la labor que prestan, 

especialmente, si existen materias de gran envergadura para el país y que requieren del 

cumplimiento de plazo expeditos. Debemos estar claros, que la huelga en muchos casos 

del sector público puede tener implicaciones serias, como graves en los destinatarios 

de los servicios públicos, especialmente si están centralizados o monopolizados en 

determinados sectores públicos, de ahí la importancia de que un órgano jurisdiccional 

pueda dirimir los principales aspectos que puedan ayudar a mitigar las consecuencias 

negativas en la población. La fuerza mayor o caso fortuito que citan, son causas 

eximentes de responsabilidades, las que deben ser demostradas en su momento en las 

causas disciplinarias o de otro tipo de responsabilidad sancionatoria, en caso de que los 

juzgados hayan sobrepasado los plazos (véase que el criterio de Corte Plena varió su 

posición sobre los plazos en los informes a folios 3556 y siguientes, y 7007 y siguientes). 
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Lo mismo debería acordarse para los artículos 663 y 375 bis, en cuanto regulan plazos 

cortos para resolver. 

          Acusan, que se asignan nuevas competencias a los jueces de trabajo, pues en el 

artículo 376 quater, se establece la obligación del juez de definición de un plan de 

servicio mínimo; en el numeral 376 quinquies en los servicios de educación, estaría la 

obligación de fijar un plan de prestación de servicios que deberá mantenerse a pesar de 

la huelga, si no hay acuerdo al respecto. El artículo 664 bis, en cuanto establece la 

obligación del juez de realizar una inspección ocular, para huelgas de servicios de 

trascendental importancia y de educación, para verificar cumplimiento de planes. 

En el criterio expresado por una mayoría de la Sala, en la Sentencia N° 2018-

005758 de las 15:40 horas del 12 de abril de 2018, estableció que lo que protege el 

artículo 167, de la Constitución Política, son aspectos relacionados con la creación, la 

variación sustancial o la supresión de órganos estrictamente jurisdiccionales o de 

naturaleza administrativa adscritos al Poder Judicial, o bien crea, ex novo, modifica 

sustancialmente o elimina funciones materialmente jurisdiccionales o administrativas. 

En el caso que nos ocupa, la discusión radica en un tema de funciones jurisdiccionales, 

no administrativas, como en aquella ocasión. Entonces, la doctrina ahí citada, contiene 

un elemento diferenciador, porque para llegar a una conclusión plausible es necesario 

distinguir del problema que nos ocupa, a qué se refiere el concepto variación 

“sustancial”, en la materia jurisdiccional y de poderes del juez. En el diccionario de la 
Real Academia Española, se define sustancial como perteneciente o relativo a la 

sustancia. Y ésta última, como la materia caracterizada por un conjunto específico y 

estable de propiedades. En consecuencia, sustancial debe ser aquello relativo al 

ejercicio y funciones y competencias del juez en una determinada materia. De manera 

que, se puede decir, que si las funciones que se pretenden crear o modificar, son 

aquellas que se encuentran dentro del esquema de actividades típicas y normales de un 

juez, no podría calificarse de sustancial, porque es parte específico de las propiedades 

jurídicas que ejerce un Juez. Si la Constitución Política establece que corresponde al 

Poder Judicial conocer de las causas civiles, penales, comerciales, de trabajo y 

contencioso-administrativas, así como las otras que establezca la ley, con 

independencia de la naturaleza y calidad de las personas que intervengan, además, le 

corresponde también resolver definitivamente sobre ellas. A lo anterior, agrega la 

ejecución de las sentencias incluso con la ayuda de la fuerza pública si es necesario. En 

este sentido, el Juez debe desarrollar algunas actividades dentro de las causas o litigios 

que deben ser normales o típicas de la función jurisdiccional, dentro de las cuales, 

estaría la imposición de la determinación judicial sobre la voluntad de las partes en 
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litigio, especialmente respecto de la parte perdidosa y renuente, sobre la cual puede ser 

impuesta incluso impelida con la ayuda de la fuerza pública. Lo mismo debe decirse 

respecto de la actividad probatoria, como sería la constatación de hechos mediante las 

inspecciones judiciales. Ninguna de ambas trataría de actividades que serían impuestas 

por primera vez a los jueces, y mucho menos, considerarse como una variación 

sustancial de la actividad jurisdiccional del juez. En el criterio de la Sala, ninguna 

generaría la necesidad de consultar a la Corte Suprema de Justicia por aspectos de 

organización y funcionamiento del Poder Judicial, en el tanto, que si bien se imponen 

obligaciones a la judicatura en la administración de justicia, en aspectos atinentes a su 

labor, que es a través del razonamiento y la ponderación de las pretensiones en disputa, 

definir y decidir cuestiones con un carácter procesal permanente. En este caso, decidir 

sobre un plan de servicio mínimo o de servicio de educación, en los casos en que ello 

proceda, o practicar la inspección ocular, no son labores materiales y sustanciales del 

juez que imponga nuevas obligaciones, en este el caso, toda vez que se realizan 

constantemente en las diferentes jurisdicciones y no es una competencia ajena a la 

judicatura cuando tiene que fijar procesalmente el estado de cosas, lo que debe hacer al 

constatar cuestiones de hecho y de derecho. Véase, que sobre el régimen probatorio, los 

artículos 476, del Código de Trabajo, pero especialmente el inciso 6), del numeral 479, 

del mismo Código, permite el reconocimiento judicial, de manera, que no es una 

actividad jurisdiccional nueva o sustancialmente diferente a lo que practican en la 

jurisdicción laboral. En todo caso, no parecen ser temas controversiales que permitan 

llegar a la conclusión de que se trata de la creación de funciones jurisdiccionales nuevas, 

modificación o eliminación de funciones que podrían afectar propiamente la labor de la 

administración de justicia. 

2.1 Nota del magistrado Salazar Alvarado (plazos).  Si bien, en la Sentencia 

N° 2018-005758 de las 15:40 horas del 12 de abril de 2018, salvé el voto por la 

interpretación del alcance que le proporcionó la Sala al artículo 167, de la Constitución 

Política, toda vez que la cuestión que debía despejarse en aquella ocasión se refería a 

una reforma que creaba un órgano administrativo con sustitución de las funciones del 

Consejo Superior del Poder Judicial, cuando por Sentencia N° 1998-5958 de las 14:54 

horas del 19 de agosto de 1998, esta Sala estableció que: 

“En efecto, los asuntos que preceptivamente requieren de una consulta 
a la Corte Suprema de Justicia son aquellos que se refieran “a la organización 
o funcionamiento del Poder Judicial”, donde el término “funcionamiento” 
alude no sólo a los aspectos de régimen interno administrativo de los 
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despachos judiciales, sino también a las cuestiones procesales que rigen la 

sustanciación de los diversos asuntos sometidos a estos estrados […]”. 

Aquella situación es distinta a la que nos ocupa, pues evidentemente la norma 

que se consulta no tiene relación con aspectos administrativos del Poder Judicial, y sí la 

tiene con sus funciones jurisdiccionales; sin embargo, es correcto sostener que no 

alberga una violación al mencionado artículo 167, pues no se trata de una variación 

sustancial y por ello no toda reforma en esos términos requiere de la consulta 

institucional. Es decir, aunque la sentencia analiza que en el proyecto de ley sí tiene una 

incidencia sobre el aspecto jurisdiccional del Poder Judicial, se llega a la conclusión que 

no requiere de la consulta y en ello el precedente aplica correctamente. Ya sobre este 

tema hay coincidencia con la mayoría, en cuanto se consultan de los artículos 663 y 375 

bis, con la reforma del Código de Trabajo, y se adiciona un párrafo final que dice: “Bajo 

ninguna circunstancia se podrán ampliar los plazos establecidos en la presente 

normativa”. Por Sentencia N° 2008-05179 de las 11:00 horas del 4 de abril de 2008, 

refiriéndose al contenido del artículo 167, Constitucional, estableció que: 

“Se trata de una formalidad esencial o sustancial del procedimiento 

legislativo de observancia obligatoria cuando el proyecto de ley que se 

pretenda aprobar verse sobre la organización o funcionamiento del Poder 

Judicial. Bajo esta inteligencia, se impone determinar el contenido, sentido y 

alcance de la expresión proyectos de ley “(…) que se refieran a la organización 
y funcionamiento del Poder Judicial (…)”. Cabe apuntar que tal exégesis se 
impone en aras de mantener el equilibrio de poderes, sin privilegiar a uno u 

otro órgano constitucional, de manera que cada uno pueda ejercer sus 

funciones de manera independiente y separada como lo impone el propio 

texto constitucional (artículo 9° de la Constitución). En otros términos, la 

precisión de tales conceptos evita cualquier colisión, extralimitación o 

exacerbación de las respectivas funciones, en aras de mantener el equilibrio 

y la contención de los poderes, por cuanto, el fin de la norma lo constituye no 

sólo la independencia funcional y la autonomía presupuestaria del Poder 

Judicial, sino, también, el equilibrio entre el Poder Legislativo y Judicial. En 

efecto, una interpretación amplia de los términos empleados por el 

constituyente originario, por parte de la Corte Plena, podría conducir a que 

determinadas materias que, en sentido estricto no están referidas a la 

organización y funcionamiento del Poder Judicial, ameriten, 

injustificadamente, de una ley reforzada, con lo cual se ralentiza o entorpece, 

innecesariamente, la función legislativa. De otra parte, la desaplicación por 
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la Asamblea Legislativa de la norma constitucional, al considerar, 

equívocamente, que el proyecto no versa sobre organización y 

funcionamiento del Poder Judicial, podría provocar una lesión a la 

independencia funcional y autonomía presupuestaria del Poder Judicial.  La 

mayoría de este Tribunal Constitucional estima que un proyecto de ley versa 

sobre tales extremos cuando contiene en su articulado normas explícitas que 

disponen la creación, la variación sustancial o la supresión de órganos 

estrictamente jurisdiccionales o de naturaleza administrativa adscritos al 

Poder Judicial o bien crea, ex novo, modifica sustancialmente o elimina 

funciones materialmente jurisdiccionales o administrativas. Debe tomarse en 

consideración que la norma constitucional de comentario armoniza dos 

aspectos de carácter fundamental, por una parte la independencia del Poder 

Judicial y por otra el ejercicio de la libertad de configuración o conformación 

del legislador, la cual no tiene otro límite que el Derecho de la Constitución. 

En efecto, por principio, el legislador ordinario goza de una amplia libertad 

de conformación de la realidad social, económica y política, a través del 

ejercicio de la potestad legislativa, la cual reside originariamente en el pueblo 

y es constitucionalmente delegada en la Asamblea Legislativa por su carácter 

de órgano político representativo (artículos 105 y 121, inciso 1°, de la 

Constitución Política). Esa potestad legislativa, únicamente, puede tener los 

límites que establece el constituyente y, en general, el bloque de 

constitucionalidad, de modo que para evitar una limitación indebida de la 

libertad de configuración legislativa, cualquier disposición que establezca 

una condición o límite que la agrave debe ser interpretado en sus justos y 

razonables términos, para facilitar su ejercicio. Un valladar importante, 

establecido por el constituyente, a la discrecionalidad legislativa, lo 

constituye, precisamente, el ordinal 167 de la Constitución, en aras de 

mantener la independencia del Poder Judicial al disponer una consulta 

preceptiva de los proyectos de ley referidos a la organización y 

funcionamiento que le atañen a ese Poder de la República. No obstante, ese 

límite debe ser interpretado en su verdadera dimensión, de modo que opere 

cuando de manera sustancial, objetiva y cierta el proyecto de ley se refiere a 

tales materias, de lo contrario se limita, innecesaria e injustificadamente, la 

libertad de configuración del legislador ordinario. Es así que cuando el 

proyecto de ley no versa sobre las materias ya precisadas, el Poder Legislativo 

puede prescindir de la consulta a la Corte Plena y, por consiguiente, de la 

aprobación de una ley calificada o reforzada para regular la materia. Es 

claro que habrá materias que, clásicamente, son reserva de ley como el 
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